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Investigado: nunca me he hecho pasar por eso.
Juez: y después me explicó cuando pregunto hace 

un mes por el juez, yo no estaba acá, usted se identificó 
como el juez, (…) muy muy grave.

(…)
Juez: a que intimidarlo a decirle que quite la denuncia.

Investigado; pero yo la cosa que yo en ningún momento 
doctor en ningún momento yo le he cobrado plata.

(…)
Juez: sabe muy bien que los abogados que trabajan 

en el Poder Judicial, sean trabajadores o jueces, tienen 
exclusividad de trabajo, entonces para que sale hacer 
cosas que sabe que está prohibido hacer.

Investigado: lo hemos hecho sábado doctor fuera del 
horario…”.

vi) Las declaraciones testimoniales de Fernando 
Chuquilín Ramos, de fojas ciento dos a ciento cinco, y 
trescientos sesenta y cuatro a trescientos sesenta y seis, 
de las que se desprende:

“Preguntado el declarante: Diga usted si conoce a la 
persona de Rufino Vásquez Hidrogo, de ser así precise 
si con él mantiene lazos de amistad, enemistad o tiene 
parentesco: Dijo, si lo conoce a la persona antes indicada 
(…).

Preguntado al declarante: Si conoce a las personas de 
Margarita Rodríguez Medina y Andrés Incil Moreno: Dijo 
que si conoce a don Andrés Incil Moreno, y lo conoció 
y se entrevistó en dos oportunidades, la primera cuando 
concurrió al local de las rondas urbanas (…) y la segunda 
vez cuando fue en busca de dicha persona en su domicilio 
(…).

Preguntado el declarante: Si usted sabe que don 
Rufino Vásquez Hidrogo trabaja en el Poder Judicial como 
secretario judicial y es abogado de profesión: dijo que si 
sabe que trabaja en el Poder Judicial pero que desconoce 
si es abogado.

(…)
Preguntado el declarante: Si es verdad de que 

usted se reunió en una segunda oportunidad con Rufino 
Vásquez Hidrogo en el domicilio de don Andrés Incil 
Moreno y le indicaron a este último que no se preocupe 
que la inquilina no reclamaría nada y en que no figuraría 
en las fotografías que usted le entregó al propietario del 
inmueble, procedieron a tomar cada uno de ustedes 
una licuadora, con lo cual quedaron compensadas sus 
respectivas molestias; Dijo que no es cierto esa pregunta 
aun que si admite que el señor Andrés Incil le entregó al 
declarante una copia del inventario y unas fotografías 
(…)”.

De las declaraciones de los quejosos y del Juez 
Abanto Quevedo existe certeza y garantía en lo que se 
afirma, ya que no existe relación alguna que los vincule; 
y, en cuanto al señor Chuquilín Ramos, quien afirma 
conocer al investigado, pero niega haber realizado alguna 
diligencia; ello se desvirtúa con el audio presentado por el 
Juez Abanto Quevedo, en el cual el investigado reconoce 
que trasladó a Fernando Chuquilín Ramos al domicilio del 
quejoso y que la diligencia se realizó un sábado, fuera del 
horario laboral.

Aunado a ello, de fojas ciento dieciocho a ciento 
veinticinco se tiene una serie de llamadas efectuadas 
por el señor Vásquez Hidrogo al señor Chuquilín Ramos, 
siendo éstas el diecisiete de diciembre de dos mil doce, 
el cinco de enero de dos mil trece (tres llamadas) y el 
veinticuatro de enero de dos mil trece (cuatro llamadas); 
por lo que resulta falso que se comunicó sólo dos veces 
con el investigado.

Asimismo, la declaración de la quejosa señala que 
se apersonó al juzgado antes de Navidad, y según el 
reporte de asistencia del Juez Mario Lohonel Abanto 
Quevedo, de fojas ochenta y nueve a noventa y 
cuatro, se tiene que el referido juez se encontraba 
de licencia los días seis y siete de diciembre de dos 
mil doce, por asistir a un curso de capacitación; y, los 
días once al doce de diciembre del mismo año, por 
capacitación oficial; por lo tanto, lo afirmado por la 
quejosa resulta cierto, pudiendo los quejosos haberse 

acercado cualquiera de los referidos días al juzgado, 
siendo atendidos por el investigado.

Quinto. Que, de todo lo expuesto y de los medios 
probatorios compulsados, se tiene que es cierto que 
los quejosos fueron atendidos por el investigado Rufino 
Vásquez Hidrogo; así como que en el inventario de 
los bienes de la inquilina Merly Zavaleta Chuquitucto 
y la toma de fotografías de dichos bienes, participó el 
investigado y el señor Fernando Chuquilín Ramos, Jefe 
de Rondas Urbanas; así como que el investigado se llevó 
una licuadora.

Sexto. Que, en tal sentido, los argumentos utilizados 
por el investigado en su descargo son insuficientes para 
que se le exima de responsabilidad disciplinaria, en tanto 
de los medios de prueba contrastados se concluye que 
existen fundados y suficientes elementos de convicción 
que acreditan el cargo atribuido al señor Rufino Vásquez 
Hidrogo, quien con su actuar ha ejercido la defensa o 
asesoría legal pública o privada a favor de los quejosos, 
lo que lesiona la imagen del Poder Judicial, y compromete 
la respetabilidad de este Poder del Estado, al afectar la 
credibilidad generando inseguridad jurídica. Conducta que 
constituye falta muy grave que merecería ser sancionada 
con la medida disciplinaria de destitución propuesta por la 
Oficina de Control de la Magistratura del Poder Judicial, la 
misma que resulta proporcional a la conducta realizada y a 
la afectación de las condiciones mínimas de participación 
en la prestación del servicio de justicia con imparcialidad, 
igualdad de condiciones y legalidad que todo ciudadano 
espera del Poder Judicial y exige a sus trabajadores.

Sétimo. Que las sanciones previstas en el Reglamento 
que regula el Régimen Disciplinario de los Auxiliares 
Jurisdiccionales del Poder Judicial se gradúan en atención 
a la gravedad, trascendencia del hecho, antecedentes del 
infractor y la afectación institucional. Por ello, ante la falta 
disciplinaria cometida por el investigado, deben valorarse 
las circunstancias que podrían atenuarla o, en su caso, 
agravarla; así como verificar si concurren circunstancias 
que hagan necesaria la imposición de una sanción por 
debajo del límite señalado.

Así, de lo actuado en el procedimiento administrativo 
disciplinario ha quedado acreditado que el investigado 
Rufino Vásquez Hidrogo ha incurrido en irregularidad 
funcional, al haber transgredido el deber de cumplir con 
honestidad su labor de secretario judicial, conforme 
lo indica el literal b) del artículo cuarenta y uno del 
Reglamento Interno de Trabajo del Poder Judicial, 
habiendo incurrido en falta muy grave contemplada en el 
artículo diez, numeral dos, del Reglamento que regula el 
Régimen Disciplinario de los Auxiliares Jurisdiccionales 
del Poder Judicial, correspondiendo aplicarle una sanción 
drástica como es la medida disciplinaria de destitución.

Por estos fundamentos; en mérito al Acuerdo N° 997-
2019 de la trigésimo segunda sesión del Consejo Ejecutivo 
del Poder Judicial de la fecha, adoptado con la intervención 
de los señores Lecaros Cornejo, Tello Gilardi, Lama More, 
Ruidías Farfán, Alegre Valdivia y Deur Morán; en uso de las 
atribuciones conferidas por el artículo 82° del Texto Único 
Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Con lo 
expuesto en el informe de la señora Consejera Alegre Valdivia, 
quien concuerda con la presente decisión. Por unanimidad, 

SE RESUELVE:

Imponer la medida disciplinaria de destitución al 
señor Rufino Vásquez Hidrogo, por su desempeño como 
Secretario Judicial del Juzgado de Paz Letrado Penal de 
Cajamarca, Corte Superior de Justicia de Cajamarca. 
Inscribiéndose la medida disciplinaria impuesta en el 
Registro Nacional de Sanciones de Destitución y Despido.

Regístrese, publíquese, comuníquese y cúmplase.-

JOSÉ LUIS LECAROS CORNEJO
Presidente

1853891-8
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Sancionan con destitución a Auxiliar 
Administrativo I, adscrito a la Oficina 
Central de Información y de Distribución 
de Juzgado (ex Mesa de Parte), de la Corte 
Superior de Justicia de Junín

INVESTIGACIÓN DEFINITIVA
N° 21-2013-JUNIN

Lima, catorce de agosto de dos mil diecinueve.

VISTA: 

La Investigación Definitiva número veintiuno guión 
dos mil trece guión Junín que contiene la propuesta de 
destitución del señor Héctor Daniel Astuvilca Lara, por 
su desempeño como Auxiliar Administrativo I, adscrito 
a la Oficina Central de Información y de Distribución de 
Juzgado (ex Mesa de Parte), de la Corte Superior de 
Justicia de Junín, remitida por la Jefatura de la Oficina de 
Control de la Magistratura del Poder Judicial, mediante 
resolución número veintitrés, de fecha dieciocho de abril 
de dos mil dieciocho; de fojas novecientos catorce a 
novecientos veinte.

CONSIDERANDO: 

Primero. Que mediante publicación periodística 
realizada por el Diario “El Sol” con fecha nueve de enero 
de dos mil trece, se informó que la Primera Sala Penal 
condenó al señor Héctor Daniel Astuvilca Lara a cinco 
años de prisión efectiva, al pago de reparación civil y a 
la devolución de siete mil quinientos treinta y ocho soles 
con veintitrés céntimos apropiados indebidamente, al 
haberse aprovechado de su cargo en la Mesa de Partes 
de la Corte Superior de Justicia de Junín, en tanto que 
conocedor del Certificado de Depósito Judicial número 
dos cero cero siete cero tres ocho uno cero cinco cuatro 
siete do, por la suma antes indicada, facilitó a terceras 
persona, utilizando documentos falsos para cobrar el 
aludido depósito judicial, siendo su actuar irregular 
acontecido en los siguientes hechos:

i) El siete de noviembre de dos mil siete, FONCODES 
solicitó un proceso no contencioso de Pago de 
Consignación, de fojas once a dieciséis del Tomo I, el 
cual se tramitó ante el Primer Juzgado de Trabajo de 
Huancayo con el Expediente número dos mil siete guión 
cero cero cuatrocientos cincuenta y cinco guión cero guión 
mil quinientos uno guión JR guión LA guión cero uno, 
dicho proceso está referido al pago de beneficios sociales 
a favor de doña Bertha Benny Arroyo Conde, agraviada 
en el Expediente número dos mil ochocientos ochenta y 
nueve guión dos mil diez guión PE, para ello FONCODES 
adjuntó el referido depósito judicial por la referida suma.

ii) En el Expediente número cuatrocientos cincuenta y 
cinco guión dos mil siete, sobre pago de consignación, con 
fecha treinta de diciembre de dos mil nueve se presenta un 
escrito de apersonamiento suscrito por el abogado David 
Pizarro Iparraguirre a favor de la señora Jenny Mirtha 
Moscoso Villalba, en su calidad de apoderada de doña 
Bertha Benny Arroyo Conde, donde se solicita endose y 
entrega de certificado de consignación del mencionado 
depósito judicial que había realizado FONCODES 
(Sentencia número cero ocho guión dos mil quince).

iii) De igual manera, se desprende de la Sentencia 
número cero ocho guión dos mil quince que el investigado 
conocía al abogado David Edinson Pizarro Iparraguirre, 
porque esta última persona laboró en la Corte Superior de 
Justicia de Junín, exclusivamente en el área de mesa de 
partes donde el servidor judicial Héctor Daniel Astuvilca 
Lara ejerció sus funciones.

iv) El investigado ha pretendido negar conocer a los 
coinculpados; sin embargo, esto se encuentra demostrado 
en el proceso penal.

v) En el proceso penal está probado que el investigado 
es responsable del delito de falsificación de poder notarial 
dado que, concertó y planificó la obtención del citado 
depósito judicial, involucrando para ello a otras personas, 

como Mirtha Moscoso y David Pizarro, de quienes se valió 
para recabar el depósito judicial, así como suscribir el escrito 
de apersonamiento y entrega de tal consignación; que si bien 
la defensa del investigado señala que nunca estuvo a cargo 
de la entrega del depósito judicial, no es relevante para la 
presente investigación, pues el reproche por lo que es objeto 
responde a las relaciones extraprocesales que mantuvo con 
los procesados con la finalidad de obtener el certificado de 
consignación y no sí entregó el citado depósito, dicho acto 
irregular afecta la administración de justicia.

En tal sentido, la conducta del investigado no se 
encuentra acorde a ley, por cuanto las funciones inherentes 
a su cargo no fueron desempeñados con honestidad, 
inobservando lo dispuesto en el artículo cuarenta y uno, 
literal b), del Reglamento Interno de Trabajo del Poder 
Judicial; lo que acarrea responsabilidad, incurriendo en 
falta muy grave prevista en el artículo diez, numerales 
cuatro y ocho, del Reglamento que regula el Régimen 
Disciplinario de los Auxiliares Jurisdiccionales del Poder 
Judicial; en su actuación como Auxiliar Administrativo 
I, adscrito a la Oficina Central de Información y de 
Distribución de Juzgado (Ex Mesa de Parte) de la Corte 
Superior de Justicia de Junín.

Segundo. Que la Jefatura de la Oficina de Control de 
la Magistratura del Poder Judicial mediante resolución 
número veintitrés, de fecha dieciocho de abril de dos 
mil dieciocho, propone a este Órgano de Gobierno se 
imponga la sanción disciplinaria de destitución al servidor 
judicial Héctor Daniel Astuvilca Lara, sustentando que si 
bien la defensa del investigado señala que nunca estuvo 
a cargo de la entrega del depósito judicial, ello no es 
relevante en la investigación, pues el reproche responde 
a las relaciones extraprocesales que mantuvo con los 
procesados con la finalidad de obtener el certificado de 
consignación y no sí entrego el citado depósito; acto 
irregular que afecta la administración de justicia, por 
cuanto sus funciones inherentes al cargo no fueron 
desempeñadas con honestidad; inobservando lo dispuesto 
en el artículo cuarenta y uno, literal b), del Reglamento 
Interno de Trabajo del Poder Judicial; incurriendo en falta 
muy grave prevista en el artículo diez, numerales cuatro y 
ocho, del Reglamento que regula el Régimen Disciplinario 
de los Auxiliares Jurisdiccionales del Poder Judicial.

El Órgano de Control de la Magistratura del Poder Judicial 
agrega que ello se refuerza con el contenido de la sentencia 
expedida por la Primera Sala Penal de la Corte Superior de 
Justicia de Junín que mediante resolución número cuarenta 
y cuatro del dos de julio de dos mil quince, copiada de 
fojas seiscientos ochenta y tres a setecientos treinta y uno, 
encontró responsable penalmente al investigado Héctor 
Daniel Astuvilca Lara por la comisión del delito contra la fe 
pública, en la modalidad de falsificación de documento público 
y uso de documento público falso, en agravio de Bertha 
Benny Arroyo Conde y otros, condenándolo e imponiéndole 
cinco años de pena privativa de la libertad, entre otros; y, con 
la sentencia emitida por la Segunda Sala Penal Transitoria 
de la Corte Suprema de Justicia de la República, copiada de 
fojas ochocientos sesenta a ochocientos setenta y cuatro, que 
declaró no haber nulidad en la sentencia mencionada.

Tercero. Que de lo actuado en el presente 
procedimiento administrativo disciplinario, se tiene las 
siguientes pruebas de cargo:

a) Copias del Expediente número dos mil ochocientos 
ochenta y nueve guión dos mil diez guión cero guión 
mil quinientos uno guión JR guión PE guión cero siete, 
de fojas uno a seiscientos treinta y seis, y de fojas 
ochocientos once a ochocientos setenta y siete.

b) Oficio número cuatrocientos sesenta y siete guión 
dos mil dieciséis guión PERS guión UAF guión GAD 
guión CSJJU diagonal PJ, de fecha veintiocho de junio 
de dos mil dieciséis, en el cual el Coordinador de la Corte 
Superior de Justicia de Junín comunica que el investigado 
se desempeñó como Auxiliar Administrativo I de la Central 
de Distribución General, desde el mes de octubre de dos 
mil seis hasta el mes de agosto de dos mil nueve.

c) Memorándum número quinientos noventa y ocho 
guión dos mil nueve guión A guión CSJJU diagonal PJ, 
de fecha cuatro de setiembre de dos mil nueve, de fojas 
seiscientos cincuenta, que acredita que el investigado a 
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partir del siete de setiembre de dos mil nueve realizaba 
funciones en la Sección de Informes de la Corte Superior 
de Justicia de Junín.

d) Sentencia Penal número cero ocho guión dos 
mil quince, expedida en el Expediente número dos mil 
ochocientos ochenta y nueve guión dos mil diez guión cero 
guión mil quinientos uno guión JR guión PE guión cero 
siete, de fojas ochocientos once a ochocientos cincuenta 
y nueve, de fecha dos de julio de dos mil quince, emitida 
por la Primera Sala Penal de Huancayo, Corte Superior 
de Justicia de Junín, en la cual se encuentra responsable 
penalmente al investigado Héctor Daniel Astuvilca Lara 
por la comisión del delito contra la fe pública en su 
modalidad de falsificación de documento en agravio de 
Bertha Benny Arroyo Conde y otros, imponiéndole cinco 
años de pena privativa de la libertad, entre otros; y,

e) Sentencia emitida por la Segunda Sala Penal Transitoria 
de la Corte Suprema de Justicia de la República, de fecha 
veinte de julio de dos mil diecisiete, de fojas ochocientos 
sesenta a ochocientos setenta y siete, en el Recurso de 
Nulidad número dos mil cuatrocientos cuarenta y tres guión 
dos mil quince guión Junín, que declaró no haber nulidad en 
la sentencia en el extremo que condenó al investigado Héctor 
Daniel Astuvilca Lara como autor del delito antes mencionado; 
haber nulidad en la referida sentencia en el extremo que fijó 
al procesado, cinco años de pena privativa de libertad; y 
reformándola le impusieron cuatro años de pena privativa de 
la libertad, suspendida en su ejecución.

Cuarto. Que de las pruebas mencionadas se acredita 
que el investigado Héctor Daniel Astuvilca Lara concertó y 
planificó la obtención del Certificado de Depósito Judicial 
número dos cero cero siete cero tres ocho uno cero cinco 
cuatro siete dos, involucrando para ello a otras personas, 
de quienes se valió para recabar el citado depósito judicial 
haciendo suscribir el escrito de apersonamiento, endose y 
entrega del certificado de depósito judicial de fecha treinta 
de diciembre de dos mil nueve, el cual no se ha llegado a 
demostrar por quién fue redactado, y quién lo presentó en 
mesa de partes; sin embargo, sí se evidencia de los medios 
probatorios que actuó en forma concertada, con el propósito 
de recabar dicho depósito judicial, falsificando un documento 
público (testimonio de poder por escritura pública), que si bien 
el investigado no participó en el cobro de la consignación, 
sí contribuyó para hacer efectivo el pago y, posteriormente, 
beneficiarse con este acto, puesto que hizo firmar el escrito de 
apersonamiento por un abogado para ingresar el documento 
falsificado al tráfico jurídico, y con ello posibilitar el cobro de la 
consignación, lo que se corrobora con el reporte de llamadas 
telefónicas que obra en el expediente penal.

Asimismo, si bien el investigado aduce que no estaba 
laborando en la mesa de partes en la fecha de ocurridos 
los hechos, y que tampoco estaba a cargo de la entrega del 
depósito judicial, ello no es relevante, ya que el reproche 
disciplinario responde a la interferencia en el ejercicio de 
funciones de los otros órganos del Estado, sus agentes 
o representantes, o permitir la interferencia de cualquier 
organismo, institución o persona que atente contra el órgano 
judicial o la función jurisdiccional; así como establecer 
relaciones extraprocesales con las partes o terceros, que 
afecten el normal desarrollo de los procesos judiciales.

En consecuencia, en el presente procedimiento 
administrativo disciplinario ha quedado acreditado que 
el investigado Astuvilca Lara sí interfirió en el ejercicio 
de funciones del Poder Judicial, específicamente, en el 
juzgado de trabajo donde se tramitaba el Expediente 
número dos mil siete guión cero cero cuatrocientos 
cincuenta y cinco guión cero guión mil quinientos uno 
guión JR guión LA guión cero uno seguido por Bertha 
Benny Arroyo Conde contra FONCODES, al obtener en 
forma indebida el Certificado de Depósito Judicial número 
dos cero cero siete cero tres ocho uno cero cinco cuatro 
siete dos, por la suma de siete mil quinientos treinta y ocho 
soles con veintitrés céntimos, falsificando un documento 
público (poder por escritura pública); actuación que afectó 
la imparcialidad e independencia del Poder Judicial, 
permitiendo la interferencia de personas extrañas al 
proceso como la señora Jenny Mirtha Moscoso Villalba, 
David Pizarro Iparraguirre, Sergio Córdova Paitán y otros, 
que se encuentran mencionados en el Expediente penal 
número dos mil ochocientos ochenta y nueve guión dos mil 

diez guión cero guión mil quinientos uno guión JR guión 
PE guión cero siete, atentando contra el órgano judicial, la 
función jurisdiccional y la administración de justicia; por lo 
que, está acreditado el cargo tipificado en el artículo diez, 
inciso cuatro, del Reglamento del Régimen Disciplinario 
de los Auxiliares Jurisdiccionales del Poder Judicial.

De otro lado, también, se encuentra acreditado que 
el investigado entabló relaciones extraprocesales con 
terceras personas (los antes mencionados) que afectaron 
el normal desarrollo del proceso, a fin de obtener en forma 
indebida el Certificado de Depósito Judicial número dos 
cero cero siete cero tres ocho uno cero cinco cuatro siete 
dos, afectando con ello el normal desarrollo del proceso; 
por lo que, está demostrado que el investigado incurrió 
en falta muy grave tipificada en el artículo diez, inciso 
ocho, del Reglamento del Régimen Disciplinario de los 
Auxiliares Jurisdiccionales del Poder Judicial.

Quinto. Que, en cuanto a la proporcionalidad de la 
sanción propuesta, su imposición debe corresponder con 
la conducta prohibida, de modo que no se pueden imponer 
medidas innecesarias o excesivas. En tal virtud, el órgano 
que aplica la sanción debe ponderar la intencionalidad 
o reiteración del acto irregular; así como los perjuicios 
causados.

Al respecto, el Tribunal Constitucional en el fundamento 
quince de la sentencia recaída en el Expediente número dos 
mil ciento noventa y dos guión dos mil cuatro guión AA guión TC 
precisó que “El principio de razonabilidad o proporcionalidad 
es circunstancial al Estado Social y Democrático de Derecho, 
y está configurado en la Constitución en sus artículos tres, 
y cuarenta y tres, y plasmado expresamente en su artículo 
doscientos, último párrafo. Si bien suele haber distinciones 
entre el principio de proporcionalidad y el principio de 
razonabilidad como estrategias para resolver conflictos de 
principios constitucionales y orientar al juzgador hacia una 
decisión que no sea arbitraria sino justa; puede establecerse, 
prima facie, de una similitud entre ambos principios, en 
la medida que una decisión que se adopta en el marco de 
convergencia de dos principios constitucionales, cuando no 
respeta el principio de proporcionalidad, no será razonable. 
En este sentido, el principio de razonabilidad parece sugerir 
una valoración respecto del resultado del razonamiento 
del juzgador expresado en su decisión; mientras que el 
procedimiento para llegar a este resultado sería la aplicación 
del principio de proporcionalidad con sus tres subprincipios de 
adecuación, de necesidad y de proporcionalidad en sentido 
estricto o ponderación”; siendo así la medida disciplinaria 
de destitución propuesta, prevista en el artículo trece, inciso 
tres, del Reglamento que regula el Régimen Disciplinario de 
los Auxiliares Jurisdiccionales del Poder Judicial, debe ser 
estimada; dada la trascendencia del hecho irregular atribuido 
al investigado, el beneficio ilícito obtenido por éste, y la 
trascendencia negativa del hecho que perjudica la imagen 
institucional de este Poder del Estado.

Por estos fundamentos; en mérito al Acuerdo N° 
1008-2019 de la trigésimo segunda sesión del Consejo 
Ejecutivo del Poder Judicial de la fecha, adoptado con la 
intervención de los señores Lecaros Cornejo, Tello Gilardi, 
Lama More, Ruidías Farfán, Alegre Valdivia y Deur Morán; 
en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 82° 
del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial. De conformidad con el informe de la señora 
Consejera Alegre Valdivia. Por unanimidad, 

SE RESUELVE:

Imponer la medida disciplinaria de destitución al 
señor Héctor Daniel Astuvilca Lara, por su desempeño 
como Auxiliar Administrativo I, adscrito a la Oficina 
Central de Información y de Distribución de Juzgado (ex 
Mesa de Parte), de la Corte Superior de Justicia de Junín. 
Inscribiéndose la medida disciplinaria impuesta en el 
Registro Nacional de Sanciones de Destitución y Despido.

Regístrese, publíquese, comuníquese y cúmplase.-

JOSÉ LUIS LECAROS CORNEJO
Presidente
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